CONTRATO – Vicios del consentimiento – perfeccionamiento

Sabido es que los contratos son ley para las partes, como quiera que obligan en todo lo convenido. Por tanto, si el actor consintió en todos los aspectos del contrato, a su cargo está la obligación de demostrar la existencia de un vicio en el consentimiento, que en efecto haya invalidado la voluntad plasmada en dicho documento.
CONTRATO – Nulidad del contrato – Requisitos de ley – Causales 
Un negocio jurídico es válido cuando se ajusta al ordenamiento y observa en su formación los requisitos previstos en la ley. Las causales de nulidad absoluta del contrato son taxativas y de interpretación restrictiva, razón por la cual respecto de ellas no cabe la aplicación por analogía, lo cual impone que se encuentren expresamente previstas por el Legislador.

El artículo 44 de la Ley 80 de 1993, a más de las causales consagradas en el derecho civil, señala de manera expresa cinco causales que conllevan a la nulidad absoluta del contrato: 1o. Se celebren con personas incursas en causales de inhabilidad o incompatibilidad previstas en la Constitución y la ley; 2o. Se celebren contra expresa prohibición constitucional o legal; 3o. Se celebren con abuso o desviación de poder; 4o. Se declaren nulos los actos administrativos en que se fundamenten; y 5o. Se hubieren celebrado con desconocimiento de los criterios previstos en el artículo 21480 sobre tratamiento de ofertas nacionales y extranjeras o con violación de la reciprocidad de que trata esta ley.

SELECCIÓN OBJETIVA – Causal 3ª – Abuso – Desviación de poder 
En relación con la causal 3ª la jurisprudencia ha establecido de manera reiterada que cuando los funcionarios eluden los procedimientos de selección objetiva y los demás requisitos y deberes indicados por la ley, incurren en abuso o desviación de poder al apartarse de los fines que se buscan con la contratación, que no son otros que el interés público y el bienestar de la comunidad, circunstancias que a la luz del citado Estatuto Contractual, configura la causal de nulidad absoluta del contrato.

[…]
Significa entonces que las modalidades de selección de contratistas no pueden ser utilizadas por la administración a su arbitrio, puesto que la ley le impone el deber de respetar los principios de transparencia, selección objetiva, economía, imparcialidad, publicidad y libre concurrencia, como orientadores de la actividad contractual y de esta manera garantizar que la selección se cumpla en condiciones de igualdad para quienes participen en el proceso, con miras a garantizar que la oferta escogida sea la más favorable para los intereses de la entidad.

SELECCIÓN DE CONTRATISTAS – Modalidad – Ley 80 de 1993 
En vigencia de la Ley 80 de 1993, las modalidades de selección de contratistas se circunscribían a i) licitación pública, ii) concurso público –hoy concurso de méritos y iii) contratación directa. La Ley 1150 de 2007 adiciona la selección abreviada, prevista para aquellos casos en que por las características del objeto a contratar, las circunstancias de la contratación o la cuantía o destinación del bien, obra o servicio, pueden adelantarse procesos simplificados para garantizar la eficiencia de la gestión contractual.

La escogencia del contratista se efectuará por regla general a través de licitación pública, con las excepciones que la misma ley señala para las modalidades de concurso público y contratación directa, en atención a la cuantía y naturaleza del objeto a contratar. 

LICITACIÓN PÚBLICA– Contratación directa –   Excepción – 
De esta forma, la licitación pública es la regla general y la contratación directa es la excepción a dicha regla. Así expresamente lo señala el artículo 24 de la Ley 80 de 1993 al disponer que la escogencia del contratista se efectuará siempre a través de la licitación o concurso públicos, salvo en los casos indicados en la misma norma para contratar directamente.

[…] La contratación directa es una modalidad de selección de carácter excepcional, en virtud de la cual las entidades públicas, en los casos expresamente señalados en la ley, pueden celebrar contratos sin necesidad de adelantar licitación o concurso, para la adquisición de bienes o servicios que por su cuantía, naturaleza o urgencia manifiesta, no precisa ni requiere de los formalismos y múltiples etapas y términos previstos para los demás procesos, aun cuando debe cumplir los principios que rigen la contratación pública.
CONTRATACIÓN DIRECTA – Eventos  – Casos 
En relación con los eventos permitidos por el legislador para contratar directamente, el artículo 24 de la Ley 80 de 1993, contentivo del principio de transparencia, disponía que la escogencia del contratista se efectuaba siempre a través de licitación o concurso públicos, salvo en los siguientes casos: 

a) Menor cuantía. Se entenderá por menor cuantía los valores que a continuación se relacionan, determinados en función de los presupuestos anuales de las entidades a las que se aplica la presente ley, expresados en salarios mínimos legales mensuales.
b) Empréstitos, c) Interadministrativos, con excepción del contrato de seguro.d) Para la prestación de servicios profesionales o para la ejecución de trabajos artísticos que sólo puedan encomendarse a determinadas personas naturales o jurídicas, o para el desarrollo directo de actividades científicas o tecnológicas. e) Arrendamiento o adquisición de inmuebles .f) Urgencia manifiesta g) Declaratoria de desierta de la licitación o concurso. h) Cuando no se presente propuesta alguna o ninguna propuesta se ajuste al pliego de condiciones, o términos de referencia o, en general, cuando falte voluntad de participación.
i) Bienes y servicios que se requieran para la defensa y seguridad nacional) I. Cuando no exista pluralidad de oferentes .k) Productos de origen o destinación agropecuarios que se ofrezcan en las bolsas de productos legalmente constituidas. l) Los contratos que celebren las entidades estatales para la prestación de servicios de salud. El reglamento interno correspondiente fijará las garantías a cargo de los contratistas. Los pagos correspondientes se podrán hacer mediante encargos fiduciarios. m) Los actos y contratos que tengan por objeto directo las actividades comerciales e industriales propias de las empresas industriales y comerciales estatales y de las sociedades de economía mixta, con excepción de los contratos que a título enunciativo identifica el artículo 32 de esta ley.
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Contractual

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia de 5 de octubre de 2000, proferida por el Tribunal Administrativo de Córdoba, mediante la cual se denegaron las súplicas de la demanda.

I. ANTECEDENTES

1. SÍNTESIS DEL CASO

El Colegio Departamental de Bachillerato Mixto de José Manuel de Altamira sostiene que el día 22 de julio de 1998 suscribió con la sociedad Diseñadora de Software Ltda. un contrato de prestación de servicios, por el cual i) el contratante adecuaría en sus instalaciones una sala de capacitación en informática, para los alumnos del plantel  y los vecinos del municipio de San Bernardo del Viento y ii) el contratista “proporcionaría” computadores, elementos de hardware y la capacitación en su manejo, exigiendo como contraprestación el pago de cuatro mil  pesos mensuales ($4 000 oo) por estudiante. 

En versión del accionante, las partes no convinieron en el pago de suma diferente al costo de la capacitación por alumno, pero el contratista le presentó un documento en el que no constaba lo pactado y que fue presionado a firmar –se destaca-:

(..) bajo la modalidad de un contrato de prestación de servicios se llevó a mi poderdante a contratar la compra de unos computadores de propiedad del contratista, los cuales pasarían a su dominio al cancelarse totalmente el contrato, viciándose su consentimiento, en el cual se creía que se contrata un servicio (puesta en marcha de una sala de computación) y no la compra de computadores, como lo dejó entrever el contratista, lo cual lógicamente no era el objeto del mismo, ya que la capacidad contractual de mi poderdante no estaba acreditada presupuestalmente para responder por una suma semejante, sin existir la disponibilidad presupuestal ni la afectación del rubro correspondiente (..) viéndose claramente las intenciones del contratista y la forma irregular como llevó a mi poderdante a contratar sin el lleno de los requisitos que todo contrato estatal debe llevar y de mala fe (fls. 3-5 cuaderno 1). 

1. PRIMERA INSTANCIA

1.1 LA DEMANDA

1.1.1 PRETENSIONES

En virtud de los hechos narrados, la parte actora solicita:

Primera. Que se declare totalmente nulo el contrato de prestación de servicios celebrado entre el Colegio Departamental Mixto José Manuel de Altamira de San Bernardo del Viento-Córdoba y Brel Diseñadora de Software Ltda., de fecha julio 22 de 1998, mediante el cual se contrató la adecuación e instalación locativa de una sala de computación en las instalaciones físicas del colegio por parte del contratante (Colegio de Bachillerato de José Manuel) y la colocación de computadores y elementos de hardware necesarios para que la sala funcione por parte del contratista (Brel Diseñadora de Software Ltda.).

Segunda. Una vez ejecutoriada la sentencia que le ponga fin a la presente acción, se comunique a la entidad administrativa que suscribió el contrato, para los efectos legales consiguientes (fl. 2 cuaderno 1). 
1.1.2. Los cargos
El Colegio Departamental de Bachillerato Mixto de José Manuel de Altamira fundamenta sus pretensiones en que la sociedad contratista Brel Diseñadora Software Ltda. “lo obligó” a celebrar un contrato viciado de nulidad por error en el consentimiento y con desconocimiento de las normas constitucionales y legales, que rigen la contratación de las entidades públicas.

El actor relaciona como normas violadas los artículos 2º, 4º, 58, 83, 90, 209, 345 y 352 de la Constitución Política;  el inciso 1º del artículo 24, los numerales 2º, 6º, 7º, y 19 del artículo 25, el numeral 7º del artículo 26, los incisos 1º, 3º y el parágrafo del 40 y los artículos  44 y 45 de la Ley 80 de 1993. Y el concepto de violación lo formula así:

En relación con la violación de las normas constitucionales, el accionante alega que el contratista modificó de manera arbitraria e inconsulta el objeto contractual y mediante engaño condujo a la entidad a suscribir un contrato sin contar con la disponibilidad presupuestal necesaria para respaldar su ejecución, violando el principio constitucional de la buena fe.

Sostiene al respecto:

(..) a rango constitucional le está prohibido a todos sus entes públicos hacer ningún gasto que no esté previsto en el respectivo presupuesto de la entidad y esto fue lo que totalmente se desconoció en el contrato que se demanda, cuando la firma Brel Diseñadora de Software obligó al Colegio a responderle por $104 449 600 millones de pesos (sic), sin tener disponibilidad presupuestal para eso ni mucho menos habiéndose otorgado el correspondiente certificado de disponibilidad que garantizara la inversión, de acuerdo a su capacidad contractual (..) siendo que éste solo maneja un presupuesto de doce a trece millones de pesos anual, para el año 1998 fue de $13 935 770, el cual el rubro (sic) de suministro sólo tenía un millón de pesos para todo el año.
Esta buena fe que exige nuestra Carta Magna a los particulares cuando actúan ante las autoridades públicas, fue totalmente desconocida por la firma Brel Diseñadora de Software, cuando abuzó (sic) en el contrato de cambiarle (sic) el objeto del mismo, por otro totalmente diferente, es decir que de la puesta en marcha de una sala de computación a la compra de unos computadores, es deshonesto, desleal y falta de sinceridad que trueca (sic) con el principio, donde se exaltó la inexperiencia, honestidad y confianza del señor rector y del consejo directivo del plantel.

En esta forma se desconoció palmariamente la garantía y derechos constitucionales que consagran las normas citadas.
Respecto del desconocimiento de las previsiones de la Ley 80 de 1993, el actor sostiene que el contrato de prestación de servicios de 22 de julio de 1998 suscrito entre el Colegio de Bachillerato Mixto José Manuel de Altamira y la firma Brel Diseñadora de Software Ltda., desconoce ostensiblemente las normas y los principios que rigen la contratación estatal. Asegura que el contrato suscrito por la entidad es nulo y así debe declararse, porque i) debió adelantarse licitación pública y ii) la sociedad contratista estaba inhabilitada porque no había renovado su matrícula mercantil -se destaca-:

Brel Diseñadora de Software cuando contrató con el colegio no tenía renovada su matrícula mercantil, lo que vale decir estaba inhabilitada para contratar, por no tener personalidad jurídica, representada en su matrícula mercantil, cuya exigencia es del rango legal. Desconocer estas exigencias a la luz del artículo 4º de la Ley 11 de 1973 acarrea nulidad como sanción principal.
(..)
Si observamos la cuantía estipulada por el contratista en el contrato que nos ocupa de $104 449 600, éste contrato debería haberse efectuado a través de licitación, lo cual no se dio. Por ser el contrato en el fondo de suministro de mayor cuantía, no operaba su adjudicación directa en ningún caso, lo cual también trueca (sic) con el presupuesto del colegio para el año de 1998, que demuestra que no tenía capacidad presupuestal para contratar una suma semejante, pero más sin embargo al contratista esto no le importó, puesto que lo único que quería era tomar el contrato y obligar al colegio a un pago como pudiera, obligándolo incluso con amenaza de cobros ejecutivos a través de abogado, tal y como lo dejó en claro en la reunión sostenida el 26 de marzo con el rector y el consejo directivo. En conclusión, lo que quiero decir es que se adjudicó irregularmente un contrato directamente, que en razón de la cuantía debía ser adjudicado mediante licitación.

La firma Brel Diseñadora de Software le dio un trámite completamente distinto a los procedimientos contractuales, creando dos contratos en uno a saber: uno de prestación de servicios y otro de suministro e hizo caer erróneamente a mi poderdante, valiéndose de esos defectos de forma y de la inobservancia de esos requisitos, sólo para su beneficio, al llevar al colegio a comprarle computadores y demás elementos de hardware de su propiedad, de forma irregular.

Adicional a lo anterior, el actor sostiene que la sociedad contratista i) no constituyó la garantía única que avalara el cumplimiento de sus obligaciones, ii) se reservó el original del contrato, iii) no realizó su publicación y iii) no pagó el impuesto de timbre.

Por último, el libelista asegura que el contratista aprovechó la inexperiencia del rector del plantel, quien para entonces no conocía sino de “contratos  de cuantía netamente pequeñas, que no han requerido de formalidades legales”, para, mediante engaños y dada su inexperiencia, inducirlo a desconocer el ordenamiento en materia de contratación administrativa (fls. 5-13 cuaderno 1).
1.2 INTERVENCIÓN PASIVA

La demanda fue admitida y notificada al representante legal de la sociedad Brel Diseñadora de Software Ltda., pero la demandada no concurrió a la Litis (fl. 41 cuaderno 1). 

1.3 ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

En esta oportunidad, la parte actora reiteró los argumentos aducidos en la demanda.

1.4 SENTENCIA

Mediante sentencia proferida el 5 de octubre de 2000, el Tribunal Administrativo de Córdoba negó las pretensiones de la demanda al considerar que en la celebración del contrato no se incurrió en causal de nulidad, pues i) las partes consintieron en todas y cada una de sus estipulaciones, ii) no se violó el régimen de inhabilidades e incompatibilidades y iii) no existía prohibición legal para su celebración. Señala al respecto:

(..) 
Al proceso se trajo fotocopia sin autenticar del contrato de prestación de servicios celebrado entre el Colegio de Bachillerato de Juan José (sic) de Altamira, representado por su rector y la firma Brel Diseñadora de Software Ltda., y que aparece suscrito por las partes contratantes y 9 testigos; y declaraciones de los testigos del contrato, señores Yacines Díaz Amolinar, Leyda Rosa Hernández, Rigoberto Núñez Yépez, Domingo Vargas Barón y de Enrique Díaz Correa y ratificación del señor Oscar Jiménez Charry, quienes manifestaron que suscribieron el contrato, por considerar que era una propuesta buena, que fue leído por Oscar Jiménez, que lo pagaría el colegio con plata de los alumnos, que se le dio a conocer a algunos integrantes del concejo (sic) directivo, pero que el contratista no cumplió con lo estipulado en el contrato.
De lo anterior se observa que en la celebración del contrato entre el Colegio Bachillerato de Juan José (sic) de Altamira y la firma Brel Diseñadora de Software Ltda., no se incurrió en ninguna de las causales de nulidad establecidas en la ley 80/93, transcritas anteriormente, toda vez que como se aprecia en el mismo y de lo declarado por los testigos y por el mismo rector del Colegio Bachillerato de Juan José (sic) de Altamira, fue suscrito voluntariamente por las partes y avalados por nueve testigos, no se violó el régimen de inhabilidades e incompatibilidades ni existía prohibición legal para su celebración.
En virtud de lo anterior y al no darse las causales que vicien de nulidad el contrato, se negarán las pretensiones solicitadas (fls. 100-103 cuaderno principal).

2. SEGUNDA INSTANCIA

2.1 RECURSO DE APELACIÓN

Inconforme con la decisión, la parte actora interpone recurso de apelación. Insiste en la violación de los principios y normas de contratación estatal consistentes en la falta de disponibilidad presupuestal y omisión en adelantar una licitación pública, entre todos los aspectos ya expuestos en la demanda. Además, reitera que la firma contratista disfrazó para inducirlo a error, el contrato de prestación de servicios por uno de suministro. Al respecto, sostiene:

(..)
Reitero que la demanda para que se decrete la nulidad no se impetró en el supuesto de negar la celebración del contrato entre las partes, como tampoco la voluntariedad que hubo de parte y parte de celebrar el contrato. Lo que la demanda persigue es que se engañó al Colegio Dptal (sic) de José de Altamira con un contrato de prestación de servicios con otro totalmente distinto y sin el querer del contratante, como es el contrato de suministro. O sea que totalmente se llevó al error al contratante del objeto del contrato, quien creía contratar algo y posteriormente se consigna en el contrato otro objeto totalmente distinto. Esto en el régimen común de la contratación se conoce como vicio del consentimiento, que en términos generales son el error, la fuerza y el dolo. En nuestro caso se vició el consentimiento con el error en el objeto del contrato.  
Po último, el actor apelante alega que “(..) siendo el Colegio de José Manuel una de las partes activas del contrato al cual llegó voluntariamente, éste tiene todo el derecho de solicitar la nulidad del mismo por sentirse lesionado por la otra parte que lo llevó a contratar bajo un error (..) el no declararse la nulidad del contrato citado, el colegio tendría que darle cumplimiento al contrato y pagarlo aún sin tener dinero de donde sacarlo” (fls. 108-112 cuaderno principal). 
2.2 ALEGATOS FINALES

En esta oportunidad, las partes actora y demandada guardaron silencio
.

2.2.1 Ministerio Público

El Ministerio Público solicita a la Sala confirmar la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Córdoba el 5 de octubre de 2000. Advierte falta de análisis del caso por parte del a quo ya que el Tribunal no advirtió que la entidad pública demandante invoca la nulidad de un contrato, utilizando para el efecto la copia simple de un documento, que dice haber sido firmado por ella, sin valor probatorio. No obstante, advierte que si se llegase a encontrar demostrado el contrato, pese a las falencias probatorias que presenta el proceso, la pretensión de nulidad debe prosperar, en razón de que la cuantía y la naturaleza del objeto exigían adelantar una licitación pública y, como el trámite no se adelantó, porque así lo afirma la demandante, se incurrió en la causal de nulidad absoluta, contenida en el numeral 2 del artículo 44 de la Ley 80 de 1993, es decir celebrar el contrato “contra expresa prohibición constitucional o legal” (fls. 119-128 cuaderno principal). 

I. CONSIDERACIONES

1. Competencia 

Esta Corporación es competente para conocer del presente asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte actora en contra de la sentencia del Tribunal Administrativo de Córdoba que negó las pretensiones,  dado que para el momento en el cual se propuso la alzada, la cuantía de la demanda alcanzaba aquélla exigida para que un proceso adelantado en ejercicio de la acción de controversias contractuales tuviera segunda instancia (Decreto 597 de 1988)
.

2. Asunto que la Sala debe resolver 

El problema jurídico que la demanda plantea tiene que ver con la imputación que realiza el Colegio Departamental de Bachillerato Mixto de José Manuel de Altamira en contra de la sociedad Brel Diseñadora de Software Ltda., porque la entidad pública demandante habría sido inducida mediante engaño a suscribir un documento que contiene un contrato distinto del convenido, incurriendo por ingenuidad e inexperiencia del rector en vulneración de las normas constitucionales y legales que rigen la contratación estatal, a cuyo tenor tenía que haber mediado licitación pública. 
2.1. Elementos probatorios
2.1.1. Cuestión previa

En el presente caso, la parte actora aportó con la demanda i) copia del contrato de prestación de servicios de 22 de julio de 1998 suscrito por el Colegio Departamental de Bachillerato Mixto de José Manuel de Altamira y la sociedad Brel Diseñadora de Software Ltda., con el objeto de “proporcionar” computadores y elementos de hardware necesarios para poner en funcionamiento una sala de informática, además de la capacitación de los alumnos previamente inscritos a los cursos dictados por el contratista; ii) el certificado de existencia y representación de la referida sociedad; iii) copia de la Ordenanza 028 de 24 de noviembre de 1987, por medio de la cual se creó el colegio, documento que en el transcurso del proceso fue allegado en copia auténtica a solicitud de la parte actora y por requerimiento del a quo; iv) copia de la resolución de encargo 000962 de 12 de septiembre de 1997 al señor Jorge Manuel Agamez Martínez como rector, a partir del 7 de octubre de 1996; v) copia de la resolución 004 de 30 de marzo de 1999, mediante la cual el rector del centro educativo interpreta y solicita la nulidad del contrato, por vicios en el consentimiento y objeto ilícito y vi) comunicación de 25 de marzo de 1999, en la que el gerente de la empresa contratista da cuenta al rector del colegio contratante la disposición total e inmediata de todos los equipos que integran el objeto contractual, pendientes de entrega una vez terminadas las instalaciones eléctricas del aula de sistemas.

Los documentos fueron aportados por el Colegio Departamental de Bachillerato Mixto de José Manuel de Altamira, de naturaleza oficial –que aún conserva-, creado mediante ordenanza 028 de 24 de noviembre de 1987 de la Asamblea Departamental y adscrito a la Secretaría de Educación del Departamento de Córdoba, para funcionar en el corregimiento de José Manuel de Altamira, municipio de San Bernardo del Viento
, lo que permite establecer su autenticidad (Documento aportado por la parte actora en copia auténtica visible a folio 90 del cuaderno 1).
Además, el principio de la buena fe está consagrado en la Constitución Política como un imperativo para todas las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas
, en virtud del cual el juez analiza la conducta de las partes, con miras a adquirir certeza sobre los hechos que interesan al proceso, buena fe que se predica de la parte actora –representante del Estado en este caso por su naturaleza oficial-, más aun cuando la contraparte no controvirtió la existencia o validez de las pruebas aportadas con la demanda, entre ellas, el contrato, ni tampoco las tachó de falsas. Prueba de ello es la ausencia procesal del demandado, quien habiendo sido notificado del libelo, no compareció a la Litis y no dio respuesta al requerimiento del a quo de remitir copia auténtica del contrato
. La accionada no desvirtuó la afirmación de la demanda, relativa a que la parte actora no cuenta en su haber con el original del mentado documento, comoquiera que la sociedad contratista lo retuvo y mantiene en su poder. 

2.1.2. Hechos probados

2.1.2.1 En atención a la necesidad de contar con una sala informática, el 22 de julio de 1998, el rector del Colegio Departamental de Bachillerato Mixto de José Manuel de Altamira convino con la sociedad Brel Diseñadora de Software Ltda., en un “contrato de prestación de servicios” con el objeto de que el contratista i)  “proporcionará” a la entidad computadores dotados de los elementos de hardware que requería su funcionamiento y ii) capacitación a los alumnos previamente inscritos al programa.
Para mayor ilustración sobre el alcance del objeto y los términos de su ejecución, se trascribe la cláusula primera del contrato:

El contratante proporcionará las instalaciones locativas para montar una sala de computación y el contratista a su vez proporcionará los computadores y elementos de hardware necesarios para que esto funcione. El contratante podrá usar la sala de cómputo en horario comprendido entre las 7 a.m. y las 5 p.m. los días hábiles de lunes a viernes para las prácticas de computación de los alumnos del colegio, pagando $4000 cuatro mil pesos por alumno mensualmente en la primera etapa e incrementando el 20% de aumento del costo de vida cada comienzo de año que transcurra a partir de la segunda etapa inclusive. El contratista podrá usar la sala de cómputo en fines de semana (sábado, domingo) y festivos, además de los periodos de vacaciones escolares y en horarios libres de los definidos en días hábiles, para programar cursos de computación para la comunidad, obteniendo el producido total de éstos últimos el contratista. Después de pasados 36 treinta y seis meses, la propiedad total de los equipos y el hardware instalado serán del contratante. Se definen dos etapas a seguir por los contratantes así: A) Primera etapa. Tiene una duración de seis meses calendario, comprendidos entre el 10 de agosto de 1998 y el 10 de febrero de 1999. Se instalarán en una sala escogida de común acuerdo entre las partes y de propiedad del contratante, quince (15) computadores 80386 con 1 Mb RAM, disco duro, monitor monocromático y teclado, tres (3) estabilizadores de 2000 watts cada uno, una impresora de matriz de punto y los cables y conexiones necesarias para el buen funcionamiento de éstos equipos de propiedad del contratista. El inmobiliario necesario para el montaje de los computadores anteriormente descritos es a cargo del contratante, lo mismo que la ventilación. B) Segunda etapa. Tiene una duración de treinta meses calendario, comprendidos entre el 11 de febrero de 1999 y el 11 de agosto de 2001. Se instalarán en la misma sala de cómputo de la primera etapa, veinticinco (25) computadores 80386 con  1Mb RAM, disco duro, monitor monocromático y teclado, cinco (5) estabilizadores de 2000 watts cada uno, una impresora matriz de punto, 2 computadores Pentium con 8 Mb RAM, disco duro, monitor color y teclado y los cables y conexiones necesarias para el buen funcionamiento de éstos equipos de propiedad del contratista, en entregas paulatinas antes del 30 de marzo de 1999. El mobiliario necesario para el montaje de los computadores anteriormente descritos es a cargo del contratante, lo mismo que la ventilación.

En los términos del documento las partes convinieron que el contratista se obligaba –cláusula segunda-  i) a entregar los computadores y los elementos de hardware descritos en la cláusula primera, en la oportunidad acordada; ii) a dictar la capacitación en los horarios de clases convenidos, proporcionando profesores capacitados en el área; iii) a garantizar el buen funcionamiento de los equipos instalados, reponiéndolos cuando fuere necesario; iv) a mantener informado al contratante sobre las actividades realizadas, en un documento mensual presentado según las normas ICONTEC; v) a expedir las calificaciones para que el contratante otorgue las certificaciones de aprobación; vi) a dictar cursos en las áreas de sistemas operativos, programación de computadores, análisis y diseños de sistemas de información, administración de sistemas, manejo de procesadores de texto, manejo de hojas electrónicas y manejo de graficadores; vii) a traspasar la propiedad de todos los equipos al contratante, finalizado el plazo contractual, esto es transcurridos 36 meses desde la  suscripción del documento –el plazo vencía el 22 de julio de 2001- y viii) a programar y dictar cursos a nueve docentes de la institución, por un término de cuatro meses a partir de la primera etapa, sin costo adicional.

Por su parte, la entidad contratante se comprometió i) a permitir el acceso y facilitar el desempeño normal de las clases de computación a cargo de docentes designados por el contratista en horarios de 7 a.m. a 8 p.m. de lunes a domingo, incluidos los festivos; ii) a adecuar las salas de informática y dotarlas de la ventilación necesaria y de los muebles y accesorios requeridos; iii) a  custodiar los equipos y computadores y a responder por su pérdida -hurto, incendio e imprevistos-; iv) a emitir certificaciones de aprobación a las personas inscritas, según los reportes de notas entregados por el contratista; v) a garantizarle a éste un mínimo de 300 y 650  alumnos inscritos en la primera y en la segunda etapa respectivamente y vi) a informar por escrito al contratista los nombres y documentos de identificación de los docentes que tomarían los cursos.

Las partes acordaron en la cláusula tercera que el contratista sería retribuido con la suma de $104 889 600 distribuida y pagada el 15 de septiembre de 1998, y los días 20 de febrero de los años 1999, 2000 y 2001, en su orden, así:

Primera etapa ($4 000*300*4)…………………………………………… $ 4 800 000

Segunda etapa primer año ($4 800*650*10)………………………….$31 200 000

Segunda etapa segundo año ($5 760*650*10)………………………$37 440 000

Segunda etapa tercer año ($6 912*650*7)……………………………$31 449 600

2.1.2.2 Mediante Resolución 004 de 30 de marzo de 1999 -en vigencia del plazo contractual- el rector encargado del Colegio Departamental Mixto de José Manuel de Altamira resolvió interpretar unilateralmente “las cláusulas primera y tercera” del documento para dar cuenta i) de que la entidad acordó “en forma verbal” con la empresa Brel Diseñadora de Software que el colegio dispondría de una planta física dotada de mobiliario adecuado, facilitaría el acceso de los alumnos al plantel y les cobraría por la capacitación en informática la suma de $4 000 mensuales por cada uno, que trasladaría al contratista,  ii) que las prestaciones a cargo de las partes dan cuenta de un contrato de prestación de servicios, no de una compraventa y tampoco de que se haya convenido en el suministro de equipos de computación y iii) que el documento suscrito por la entidad está viciado de nulidad absoluta por objeto ilícito y, además, por no haberse adelantado el correspondiente proceso de selección (documento visible a folios 28-30 cuaderno 1).
2.1.2.3 En el proceso se recibieron los testimonios de docentes y miembros del Consejo Directivo del colegio accionante que dan cuenta de la existencia y ejecución del contrato suscrito entre el Colegio Departamental Mixto de José Manuel de Altamira y la sociedad Brel Diseñadora de Software Ltda.

En efecto, la señora Yacedis Díaz Amolinar manifestó que en el mes de marzo de 1998 el representante legal de la empresa Brel Diseñadora de Software Ltda. –Luis Enrique Russi- presentó una propuesta al Colegio Departamental Mixto de José Manuel de Altamira, para instalar computadores y brindar con ellos cursos de capacitación a los alumnos, a los docentes y a la comunidad, cobrando por ello la suma de $4 000 por cada uno. Según su versión, en el mes de julio de la misma anualidad, el señor Russi regresó con el contrato elaborado y leyó su clausulado en presencia de los miembros del consejo directivo, sin que en él se hiciera mención a que el colegio debía cancelar como contraprestación la suma de $104 000 000. Así mismo, el testigo dio cuenta de la entrega de algunos computadores y de clases dictadas por personal de la empresa de software los primeros días de ejecución del contrato –se destaca-:

(..) el señor Oscar Jiménez, quien era el que representaba al señor Rossi y quien dictó unas clases los primeros días, como tenía llave del salón de cómputo, entró al salón y sacó un computador y varios teclados que hasta el momento no los ha devuelto (Declaración recibida por el a quo a petición de la parte actora, visible a folios 74-75 cuaderno 1).
La señora Leyda Rosa Hernández reiteró lo afirmado por la testigo Díaz Amolinar, en el sentido de que la propuesta formulada por el señor Luis Enrique Russi consistía en prestar un servicio de capacitación por el que cobraría la suma de cuatro mil pesos por cada estudiante, “eso era lo que iba a cobrar para él”, situación que, en su sentir, se mantuvo hasta el día de la firma del contrato, por lo que fue sorpresivo el posterior cobro de la suma de $104 000 000 que la sociedad realizara. Además, sostuvo que el contratista incumplió el contrato, toda vez que no entregó la cantidad y calidad acordada de los computadores, pues se había comprometido con equipos nuevos y en realidad se trataban de “(..) computadores viejos de mala calidad en regular estado de conservación”, sin que –además- demostrara la procedencia de los mismos –se destaca-:

(..)
El colegio se comprometía a prestar el lugar para dictar el curso, aportar y lograr que 300 alumnos se inscribieran. Entonces él [refiriéndose a uno de los trabajadores de la sociedad Brel Diseñadora de Software Ltda.] llevó los computadores al colegio, parecen que fueron 19 computadores y que yo recuerde no trajo más, pero él había quedado de llevar más de que lo que en realidad llevó. 

Empezaron a inscribirse los alumnos luego de que se difundiera la información a los padres de familia, se inscribieron más de cien alumnos, esta plata debía entregársele al recto (sic), quien a su vez debía entregársela al señor Rossi.
Yo sé que después se apareció el señor Russi al colegio y pidió ciento cuatro millones por los computadores que había llevado, él llegó con el señor Oscar Jiménez y un abogado exigiendo el pago de los computadores, de lo contrario iban a embargar al colegio, pero nosotros nos sorprendimos cuando fueron a cobrar ese dinero porque eso no estaba dentro del contrato que nos leyó en la reunión, dicho contrato no dio tiempo de estudiarlo porque él exigía que se lo firmaran rápido porque se tenía que ir al día siguiente para Bogotá. Cuando él leyó el contrato no nos dijo que el colegio tenía que hacerse cargo del pago de esos ciento cuatro millones de pesos, sino que el colegio iba a prestar el local que se acondicionó para eso para la sala de cómputo y que él se le debía cancelar con la plata de los alumnos y como en el colegio se dicta una materia de informática, esos computadores le iban a caer bien a los alumnos, por eso firmamos (Declaración recibida por el a quo a petición de la parte actora, visible a folios 76-77 cuaderno 1).
Los señores Oscar Jiménez Charry, Rigoberto Núñez Yepes
, Domingo Vargas Barón y Enrique Díaz Correa
, al ponérseles de presente la copia del contrato, a la vez que reconocieron su firma como testigos de su celebración, coinciden en lo declarado por las señoras Yacedis Díaz Amolinar y Leyda Rosa Hernández, señalando que el colegio garantizó la inscripción de 300 alumnos y el pago de $4 000 por cada uno y cumplió lo acordado, en tanto el contratista solo entregó diecinueve computadores, como tampoco cumplió a cabalidad con la calidad ofrecida ni con la capacitación convenida (Diligencias practicadas por el a quo a folios 78-85 cuaderno 1).
2.2 Naturaleza del contrato

El caso que ocupa la atención de la Sala, trata de un contrato de “prestación de servicios” –denominado así por las partes-, celebrado el 22 de julio de 1998 entre el Colegio Departamental de Bachillerato Mixto de José Manuel de Altamira y la sociedad Brel Diseñadora de Software Ltda., con el objeto de suministrar computadores y elementos de hardware necesarios para poner en funcionamiento una sala de informática y con ellos impartir capacitación a los estudiantes, por un valor de $104 889 600, con un plazo de treinta y seis meses contados a partir de su suscripción. 
En atención a la necesidad de “(..) montar una sala de informática en sus instalaciones, para que los alumnos del colegio y vecinos del municipio de San Bernardo del Viento reciban capacitación por niveles, según edad y conocimiento”, el rector encargado del colegio Jorge Manuel Agaméz Martínez celebró el contrato en presencia de seis personas quienes como testigos suscribieron el documento.

Las partes, en ejercicio de su autonomía negocial, convinieron en un contrato al que denominaron de “prestación de servicios”, el 22 de julio de 1998.

Ahora, independientemente de la titulación dada por las partes, los derechos y la naturaleza de las prestaciones a ellas exigibles, permiten inferir que el Colegio Departamental de Bachillerato Mixto de José Manuel de Altamira y la sociedad Brel Diseñadora de Software Ltda., convinieron un contrato de compraventa y no de prestación de servicios, toda vez que su objeto no trata del desarrollo de actividades relacionadas con la administración o funcionamiento del colegio, sino con la adquisición de un número determinado de computadores para la capacitación de alumnos de la entidad educativa.

Cabe precisar que el contratista no se obligó a entregar periódicamente los computadores a precios unitarios de acuerdo con las necesidades del servicio, característica esencial del contrato de suministro, sino más bien a transferir su dominio, prestación que se cumpliría el 22 de julio de 2001, transcurridos treinta y seis (36) meses, porque solo al finalizar el contrato el vendedor tenía que haber recibido el precio pactado. 

La compraventa es un contrato en que una de las partes se obliga a dar una cosa y la otra a pagarla en dinero. Aquélla se dice vender y ésta comprar (art. 1849 C.C.). La venta se reputa perfecta desde que las partes han convenido en la cosa y en el precio, salvo las excepciones legales (art. 1857 ibídem)
.

En relación con la cosa, el contratista se comprometió a entregar cuarenta computadores debidamente instalados, junto con los elementos de hardware necesarios para poner en funcionamiento la sala de informática del Colegio Departamental de Bachillerato Mixto José Manuel de Altamira, para luego –como elemento accesorio de la compraventa- capacitar a los estudiantes inscritos en los cursos a que se obligó la sociedad Brel Diseñadora de Software Ltda. en la cláusula segunda del contrato. 

En lo atinente al valor –asunto que es objeto de controversia- la Sala observa que las partes pactaron la ejecución del contrato por etapas y de esta forma asignaron a cada una de ellas una suma de dinero. Así, la primera  tendría una duración de seis meses, desde el 10 de agosto de 1998 y el 10 de febrero de 1999, estimada en $4 800 000, cálculo que resultó de la operación matemática de multiplicar $4 000 mensuales que costaba la capacitación de cada estudiante, por los 300 alumnos garantizados por el colegio actor durante la primera etapa, en los términos de la cláusula segunda del contrato. La segunda etapa tendría una duración de treinta meses, desde el 11 de febrero de 1999 al 11 de agosto de 2001, por las sumas de $31 200 000, $37 440 000 y $31 449 600 agotadas en los tres años de la segunda etapa, valores éstos que resultan de multiplicar el incremento anual de los $4 000 por 650 estudiantes a que se había comprometido el actor para la ejecución de la segunda etapa.

Como se observa, el valor contenido en el contrato es el reflejo de la propuesta y su aceptación, pues la suma de $104 889 600 es el resultado de lo contraprestación acordada por las partes por la venta de los computadores que debían entregarse instalados, con una actividad accesoria relativa a la capacitación de los alumnos.

2.3  Vicios del consentimiento en el perfeccionamiento del contrato
Sabido es que los contratos son ley para las partes, como quiera que obligan en todo lo convenido. Por tanto, si el actor consintió en todos los aspectos del contrato, a su cargo está la obligación de demostrar la existencia de un vicio en el consentimiento, que en efecto haya invalidado la voluntad plasmada en dicho documento.

Para que resulte obligatorio lo pactado es necesario que quien concurra sea legalmente capaz y exprese su consentimiento con libertad, libre de apremios, errores o engaños y convenga un objeto lícito, como lo dispone el artículo 1502 del Código Civil. 

El artículo 1508 ibídem establece que el consentimiento puede viciarse por error, fuerza o dolo
.

En lo que al error se refiere, el legislador distingue el error de hecho en el negocio o en el objeto, del error de hecho en la calidad esencial o no esencial del objeto. En el primer evento, el artículo 1510 del C.C. establece que el error de hecho vicia el consentimiento cuando recae sobre la especie de acto o contrato que se ejecuta o celebra, como si una de las partes entiende que se trata de un negocio jurídico cuando en realidad es otro, como ocurre con el ejemplo que trae la norma en el que una parte considera que se trata de un empréstito y la otra una donación. El error también se presenta en la identidad de la cosa, cuando el vendedor entiende vender algo diferente a lo que considera el comprador. En el segundo evento, el artículo 1511 ibídem dispone que el error de hecho vicia asimismo el consentimiento cuando la sustancia o calidad esencial del objeto sobre que versa el acto o contrato es diversa de lo que se cree, “como si por alguna de las partes se supone que el objeto es una barra de plata y realmente es una masa de algún otro metal semejante”.

En el presente caso, el actor sostiene que el contratista “lo obligó” a firmar un contrato con un objeto diferente al inicialmente pactado. 
Para acreditar lo anterior, el demandante solicitó la recepción de testimonios de docentes y miembros del Consejo Directivo del colegio, que dan cuenta del ofrecimiento del contratista en una reunión con su asistencia y de la aceptación por los presentes y el señor rector. Aseguran que se convino en que el representante de la sociedad Brel Diseñadora de Software Ltda. elaboraría el contrato, presentándolo para su firma. Leído su contenido, sostienen que su valor estaba representado en $4 000 por alumno y no en la suma de $104 000 000, por lo que fue firmado sin objeciones.

De las declaraciones recibidas en la primera instancia, la Sala encuentra que, si bien son contestes en afirmar que el representante legal de la sociedad Brel Diseñadora de Software Ltda. presentó una propuesta que no coincide con el texto inicial, de ello no se sigue que al actor se le hubiese impedido conocer el texto del contrato o hubiera sido compelido a suscribir el mencionado documento, contrariando su voluntad, al punto de nublar su facultad de decidir. Lo anterior si se considera que se trata del rector de una institución educativa, de quien se predica, como mínimo, el interés de leer un documento que compromete a la institución que representa.

Las pruebas anexas al expediente revelan que las partes estuvieron de acuerdo en todas y cada una de las cláusulas del contrato, entre las que se destacan las relativas al objeto, obligaciones y valor. 
En este sentido, llama la atención de la Sala el hecho de que en la demanda el actor alegue la presencia de un vicio en el consentimiento, cuando en la alzada sostiene que acudió “voluntariamente” a suscribir el contrato y por ello está legitimado a “solicitar la nulidad del mismo”
.

En estas condiciones, no se demostró por la parte actora el vicio de consentimiento alegado en la demanda. Sin embargo, debe la Sala pronunciarse sobre la omisión del centro educativo en adelantar el proceso de selección que correspondía. 

2.4 Nulidad del contrato. Obligación de adelantar licitación pública 

Un negocio jurídico es válido cuando se ajusta al ordenamiento y observa en su formación los requisitos previstos en la ley. Las causales de nulidad absoluta del contrato son taxativas y de interpretación restrictiva, razón por la cual respecto de ellas no cabe la aplicación por analogía, lo cual impone que se encuentren expresamente previstas por el Legislador.

El artículo 44 de la Ley 80 de 1993, a más de las causales consagradas en el derecho civil, señala de manera expresa cinco causales que conllevan a la nulidad absoluta del contrato: 

Artículo 44. De las causales de nulidad absoluta. Los contratos del Estado son absolutamente nulos en los casos previstos en el derecho común y además cuando: 

1o. Se celebren con personas incursas en causales de inhabilidad o incompatibilidad previstas en la Constitución y la ley; 

2o. Se celebren contra expresa prohibición constitucional o legal; 

3o. Se celebren con abuso o desviación de poder; 

4o. Se declaren nulos los actos administrativos en que se fundamenten; y 

5o. Se hubieren celebrado con desconocimiento de los criterios previstos en el artículo 21480 sobre tratamiento de ofertas nacionales y extranjeras o con violación de la reciprocidad de que trata esta ley.

En relación con la causal 3ª la jurisprudencia ha establecido de manera reiterada que cuando los funcionarios eluden los procedimientos de selección objetiva y los demás requisitos y deberes indicados por la ley, incurren en abuso o desviación de poder al apartarse de los fines que se buscan con la contratación, que no son otros que el interés público y el bienestar de la comunidad, circunstancias que a la luz del citado Estatuto Contractual, configura la causal de nulidad absoluta del contrato
.
Significa entonces que las modalidades de selección de contratistas no pueden ser utilizadas por la administración a su arbitrio, puesto que la ley le impone el deber de respetar los principios de transparencia, selección objetiva, economía, imparcialidad, publicidad y libre concurrencia, como orientadores de la actividad contractual y de esta manera garantizar que la selección se cumpla en condiciones de igualdad para quienes participen en el proceso, con miras a garantizar que la oferta escogida sea la más favorable para los intereses de la entidad.

En vigencia de la Ley 80 de 1993, las modalidades de selección de contratistas se circunscribían a i) licitación pública, ii) concurso público –hoy concurso de méritos y iii) contratación directa. La Ley 1150 de 2007 adiciona la selección abreviada, prevista para aquellos casos en que por las características del objeto a contratar, las circunstancias de la contratación o la cuantía o destinación del bien, obra o servicio, pueden adelantarse procesos simplificados para garantizar la eficiencia de la gestión contractual.

La escogencia del contratista se efectuará por regla general a través de licitación pública, con las excepciones que la misma ley señala para las modalidades de concurso público y contratación directa, en atención a la cuantía y naturaleza del objeto a contratar. 

De esta forma, la licitación pública es la regla general y la contratación directa es la excepción a dicha regla. Así expresamente lo señala el artículo 24 de la Ley 80 de 1993 al disponer que “la escogencia del contratista se efectuará siempre a través de la licitación o concurso públicos”, salvo en los casos indicados en la misma norma para contratar directamente.

La contratación directa es una modalidad de selección de carácter excepcional, en virtud de la cual las entidades públicas, en los casos expresamente señalados en la ley, pueden celebrar contratos sin necesidad de adelantar licitación o concurso, para la adquisición de bienes o servicios que por su cuantía, naturaleza o urgencia manifiesta, no precisa ni requiere de los formalismos y múltiples etapas y términos previstos para los demás procesos, aun cuando debe cumplir los principios que rigen la contratación pública
.
En relación con los eventos permitidos por el legislador para contratar directamente, el artículo 24 de la Ley 80 de 1993
, contentivo del principio de transparencia, disponía que la escogencia del contratista se efectuaba siempre a través de licitación o concurso públicos, salvo en los siguientes casos:


a) Menor cuantía. Se entenderá por menor cuantía los valores que a continuación se relacionan, determinados en función de los presupuestos anuales de las entidades a las que se aplica la presente ley, expresados en salarios mínimos legales mensuales.


Para las entidades que tengan un presupuesto anual superior o igual a 1.200.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 1000 salarios mínimos legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 1.000.000 e inferior a 1.200.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 800 salarios mínimos legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 500.000 e inferior a 1.000.000 de salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 600 salarios mínimos legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 250.000 e inferior a 500.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 400 salarios mínimos legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 120.000 e inferior 250.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 300 salarios mínimos legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 12.000 e inferior a 120.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 250 salarios mínimos legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 6.000 salarios mínimos legales mensuales e inferior a 12.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 100 salarios mínimos legales mensuales y las que tengan un presupuesto anual inferior a 6.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 25 salarios mínimos legales mensuales.


b) Empréstitos


c) Interadministrativos, con excepción del contrato de seguro.
d) Para la prestación de servicios profesionales o para la ejecución de trabajos artísticos que sólo puedan encomendarse a determinadas personas naturales o jurídicas, o para el desarrollo directo de actividades científicas o tecnológicas.


e) Arrendamiento o adquisición de inmuebles.


f) Urgencia manifiesta


g) Declaratoria de desierta de la licitación o concurso.

h) Cuando no se presente propuesta alguna o ninguna propuesta se ajuste al pliego de condiciones, o términos de referencia o, en general, cuando falte voluntad de participación.


i) Bienes y servicios que se requieran para la defensa y seguridad nacional.
j) Cuando no exista pluralidad de oferentes.


k) Productos de origen o destinación agropecuarios que se ofrezcan en las bolsas de productos legalmente constituidas.


l) Los contratos que celebren las entidades estatales para la prestación de servicios de salud. El reglamento interno correspondiente fijará las garantías a cargo de los contratistas. Los pagos correspondientes se podrán hacer mediante encargos fiduciarios.


m) Los actos y contratos que tengan por objeto directo las actividades comerciales e industriales propias de las empresas industriales y comerciales estatales y de las sociedades de economía mixta, con excepción de los contratos que a título enunciativo identifica el artículo 32 de esta ley.

El contenido de la norma trascrita permite concluir que la adquisición de bienes muebles, como ocurre en el presente caso, tratándose de computadores y elementos de hardware para poner en funcionamiento una sala de informática, no se encuentra dentro de las causales previstas por el Legislador para contratar directamente, pues las excepciones consagradas en la norma hacen referencia a prestaciones de naturaleza distinta, en relación con las cuales la ley permite que la administración, en cumplimiento del principio de selección objetiva, escoja de forma directa al contratista que reúna las condiciones técnicas y económicas acordes con la necesidad del servicio y según las previsiones legales que regulan la materia.
Sumado a lo anterior, analizado el material probatorio allegado al proceso, la Sala encuentra que, aun en consideración al presupuesto de la entidad, que en versión de la parte actora era la suma de $13 935 770, es decir inferior al 10% de la menor cuantía, las partes acordaron el valor del contrato en el valor de $104 889 600, equivalente a 514,60 salarios, es decir que la contraprestación pactada por el Colegio Departamental Mixto de José Manuel de Altamira y la empresa Brel Diseñadora de Software no está dentro de los rangos de la menor cuantía consagrados en la norma como excepción a la regla general de contratación de licitación pública. 
En conclusión, la naturaleza y cuantía del acuerdo obligaba a la entidad estatal adelantar licitación pública, pues no estaba autorizada por la ley para adquirir directamente –como lo hizo- el objeto contratado. El colegio tenía que cumplir con los principios que rigen la contratación estatal y el deber de selección objetiva de los contratistas, razón por la cual se hallaba en la obligación de acatar los procedimientos y exigencias establecidas por el ordenamiento jurídico.

Al tenor del ordinal 8º del artículo 24 de la Ley 80 de 1993 “(..) Las autoridades no actuarán con desviación de poder y ejercerán sus competencias exclusivamente para los fines previstos en la ley. Igualmente, les será prohibido eludir los procedimientos de selección objetiva y los demás requisitos previstos en el presente estatuto” (negrillas fuera de texto).
En tales condiciones, teniendo en cuenta las circunstancias que atrás se precisaron y las pruebas allegadas y practicadas en el proceso, ésta Corporación habrá de revocar la sentencia impugnada, para, en su lugar, declarar la nulidad del contrato.

2.4.1 Restituciones mutuas

El artículo 48 de la Ley 80 de 1993, al regular los efectos de la nulidad, establece:

Artículo 48. De los efectos de la nulidad. La declaración de nulidad de un contrato de ejecución sucesiva no impedirá el reconocimiento y pago de las prestaciones ejecutadas hasta el momento de la declaratoria.
Habrá lugar al reconocimiento y pago de las prestaciones ejecutadas del contrato nulo por objeto o causa ilícita, cuando se probare que la entidad estatal se ha beneficiado y únicamente hasta el monto del beneficio que ésta hubiere obtenido. Se entenderá que la entidad estatal se ha beneficiado en cuanto las prestaciones cumplidas le hubieren servido para satisfacer un interés público (subrayado fuera de texto).
Como se observa, el inciso segundo de esta norma consagra el reconocimiento y pago de las prestaciones ejecutadas en un contrato nulo, siempre y cuando se demuestre que la entidad estatal se ha beneficiado y únicamente hasta el monto del beneficio obtenido. 
Al revisar el expediente, la Sala encuentra que el acervo probatorio que reposa en el plenario permite establecer que la sociedad Brel Diseñadora de Software Ltda. cumplió parcialmente con las obligaciones a su cargo, pues no entregó la cantidad y calidad de computadores acordada. 
En este sentido, la prueba testimonial da cuenta i) de la entrega de diecinueve de los cuarenta equipos a que se había comprometido la contratista, ii) de algunas clases de capacitación durante los primeros días de ejecución del contrato, iii) del incumplimiento de las condiciones físico-técnicas de los bienes muebles adquiridos y, iv) de computadores y elementos de hardware retirados de las instalaciones del colegio por la sociedad accionada.

En tales condiciones, teniendo en cuenta que en el proceso se demostró la ejecución de prestaciones por parte de la sociedad Brel Diseñadora de Software Ltda. y por ende el beneficio recibido por el Colegio Departamental Mixto José Manuel de Altamira, ésta Corporación habrá de revocar la sentencia impugnada, para, en su lugar, ordenar las restituciones mutuas hasta el valor del beneficio recibido.
Si bien está acreditado el cumplimiento de parte de las obligaciones a cargo de la contratista, la Sala no cuenta -en términos económicos- con elementos de juicio que permitan establecer con precisión su proporción frente al objeto y valor contractual, por lo que procede la liquidación mediante tramite incidental, el cual se iniciará por el actor dentro de los sesenta (60) días siguientes a la notificación del auto del a quo que ordenará cumplir lo dispuesto en esta providencia, en los precisos términos previstos en el artículo 307 del C.P.C., valor que se actualizará, teniendo en cuenta la variación del índice de precios al consumidor de acuerdo con la fórmula:
Va = Vh     Índice final
                  Índice inicial

Los parámetros a tener en cuenta serán:
Para la sociedad Brel Diseñadora de Software Ltda.:

-. La propuesta presentada por la sociedad Brel Diseñadora de Software Ltda. al Colegio Departamental Mixto José Manuel de Altamira, junto con sus anexos, debidamente aceptada por la entidad contratante. 
-. La cantidad y calidad de computadores y elementos de hardware entregados por la contratista. 

-.  Los computadores y elementos de hardware que fueron retirados por la contratista de la sala de informática del colegio accionante.

-. El cumplimiento por parte de la contratista de la capacitación acordada y la cantidad de clases que se dieron, frente a las obligaciones contractuales adquiridas.

-. Los costos directos e indirectos y la utilidad reportada.

Para el Colegio Departamental Mixto José Manuel de Altamira:
-. La cantidad y calidad de computadores y elementos de hardware recibidos por el contratante. 

-. El valor pagado por el contratante por dichos equipos y la capacitación contratada.
Lo anterior, con el fin de que en el incidente se realice la comparación entre las obligaciones cumplidas por la contratista y la cantidad y calidad de bienes muebles entregados a la entidad contratante, con las especificaciones y requerimientos técnicos consignados en la propuesta y en el contrato, con miras a establecer la proporción ejecutada del objeto contractual y su valor.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “B”
R E S U E L V E

REVÓCASE la sentencia de 5 de octubre de 2000, proferida por el Tribunal Administrativo de Córdoba, por medio de la cual se negaron las súplicas de la demanda. En su lugar, se dispone:

PRIMERO.- DECLÁRASE la nulidad del contrato de compraventa –mal titulado por las partes como de prestación de servicios- celebrado entre el Colegio Departamental de Bachillerato Mixto de José Manuel de Altamira y la sociedad Brel Diseñadora de Software Ltda., el 22 de julio de 1998.

SEGUNDO.- ORDÉNASE la liquidación de las restituciones mutuas mediante trámite incidental dentro del término y según las pautas señaladas en la parte motiva de esta providencia, las cuales deberán ser pagadas por el Colegio Departamental de Bachillerato Mixto de José Manuel de Altamira a la sociedad Brel Diseñadora de Software Ltda., en la cuantía que allí se establezca. 

TERCERO.- Dese cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 176, 177 y 178 del C.C.A. y 115 del C.P.C. Para el cumplimiento de esta sentencia expídanse copias con destino a las partes, con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el artículo 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. 
Las copias destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando.

En firme esta providencia, REMÍTASE la actuación al Tribunal de origen.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

 STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO

Presidenta

RUTH STELLA CORREA PALACIO                  DANILO ROJAS BETANCOURTH

Magistrada                                                     Magistrado
� Constancia secretarial visible en folio 129 cuaderno principal.


� La cuantía para que un proceso iniciado en ejercicio de la acción contractual tuviera vocación de doble instancia era de $18 850 000 -artículos 129 y 132 del C.C.A. subrogados por el Decreto 597/88- y la mayo de las pretensiones de la demanda con la cual se inició este proceso fue estimada por el actor en el valor del contrato, es decir en la suma de $104 889 600.








� El Colegio Departamental de Bachillerato Mixto es hoy la Institución Educativa José Manuel de Altamira con resolución de aprobación de estudios  Nº 0007097, de naturaleza oficial y carácter mixto, con niveles ofrecidos del grado cero (0º), básico 9º grado y educación media 10º y 11º grado.





� Artículo 83 C.N.





� Oficio de 7 de marzo de 2000 visible a folio 87 cuaderno 1.


� “El [refiriéndose a unos de los trabajadores de la sociedad Brel Diseñadora de Software Ltda.] trajo 19 computadores y de ahí no trajo más, los trajo sin garantías ni facturas y los entregó, solo dijo ahí están los computadores y nada más. De esos mismos computadores el señor Oscar Jiménez por informe de uno de los celadores, se trajo unos teclados no sé cuántos, los sacó de la sala de computación y se los llevó para su casa y también se sacó otro artefacto de los computadores, pero que no sé cuál. Oscar tenía una llave para entrar al salón de cómputo, porque él iba a ser el capacitador de quienes allí ingresaban” (fls. 79-81 cuaderno 1).


� “En vista de que el señor no había cumplido con la entrega de los cuarenta computadores más la capacitación de los docentes y la traída de un docente en informática y la mala calidad de los computadores que se encontraban, se le ordenó al profesor Jorge Agamez buscar un abogado para entablar una demanda” (fls. 84-85 cuaderno 1). 


� Venta de bienes raíces, servidumbre y sucesión.


� En la doctrina argentina, los vicios del consentimiento son llamados vicios de la voluntad y son el error, la violencia y el dolo y se regulan, en principio, por el derecho común. Dapkevicius Rubén Flores, Manual Teórico Práctico de Contrataciones Administrativas, Edt. IB de F Montevideo-Buenos Aires, 2003, pág. 25.


� En el recurso de apelación, la parte actora arguye: “Siendo el Colegio de José Manuel una de las partes activas del contrato, al cual llegó voluntariamente, éste tiene todo el derecho de solicitar la nulidad del mismo por sentirse lesionado por la otra parte, que lo llevó a contratar bajo un error y la sola forma que hay para restarle validez y llevar las cosas al estado que estaban antes, es solicitar la nulidad del contrato, para no perjudicar a un ente del Estado a que saque de su presupuesto una suma de dinero de tal magnitud, que no tiene cómo ni dónde sacarla, para cumplir con un contrato que jamás fue el querer en esa forma del contratante” (fl. 112 del cuaderno principal).





� Sentencias de 22 de marzo de 2007, M.P. Alier Hernández, exp. 28010; de 25 de febrero de 2009, M.P. Miriam Guerrero, exp. 15797.


� Sentencia de 3 de diciembre de 2007, M.P. Ruth Stella Correa Palacio, expedientes 24715,  25206, 25409, 24524, 27834, 25410, 26105, 28244, 31447 (acumulados).





� Norma posteriormente derogada por el artículo 32 de la Ley 1150 de 2007.





